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Introducción

Este artículo tiene por objeto proponer algunas consideraciones ge-
nerales sobre el impacto de las decisiones de gasto de inversión 
de los gobiernos locales. La normatividad para todos los gobiernos 
municipales es la misma pero las diferencias entre los municipios 
son abismales. Este documento presenta evidencia de que aún con 
diferencias tan grandes, los gobiernos municipales pueden tener 
grandes impactos si dirigen sus inversiones a aquellas áreas priori-
tarias. El planteamiento central es que los municipios no han podido 
desarrollar las capacidades administrativas necesarias para atender 
las necesidades de sus poblaciones.

El argumento está dividido en tres partes. En la primera parte se 
presenta información sobre la calidad de vida en los municipios, to-
mando en cuenta los indicadores de tasa de mortalidad infantil y los 
indicadores de educación, salud, ingreso y las condiciones al interior 
y al exterior de las viviendas. Se presenta un modelo econométrico 
que demuestra una mayor correlación entre el rezago educativo y la 
tasa de mortalidad infantil.

En la segunda parte, se toma como base la tasa de mortalidad in-
fantil para discutir el grado de desigualdad entre municipios del país. 
Se utilizan datos del Programa de las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo para el año 2005 y se plantea de forma gráfica la desigualdad 

1	 Maestro en Administración y Políticas Públicas  por el CIDE. Profesor por Asignatura en 
la maestría de Políticas Públicas y en las licenciaturas de Ciencias Políticas y Adminis-
tración Pública y Relaciones Internacionales de la Universidad Iberoamericana Puebla. 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014. Instituto Nacional de Administración Pública, A. C.



Revista de Administración Pública  XLIX  292

entre municipios. En este apartado se discute sobre las implicacio-
nes de la desigualdad entre municipios tomando como referencia 
el proceso de “causación circular y acumulativa”, en contra de las 
posturas de los “cluster” y los “polos de desarrollo”.

En la tercera parte se presenta un modelo original de estimación de 
la tasa de mortalidad infantil a nivel localidad para todo el país que 
nos permite, como ejemplo, discutir sobre la desigualdad al interior 
de los municipios. Se afirma que las decisiones de gasto de inver-
sión que hacen los municipios podrían tener un impacto mayor si se 
dirigieran a las localidades con mayores necesidades. 

Se formula la siguiente hipótesis: los gobiernos municipales no han 
desarrollado las capacidades administrativas necesarias para aten-
der a su población.

Los gobiernos municipales

Los gobiernos municipales encuentran fundamentación en el artícu-
lo 115 constitucional a nivel nacional y en las leyes orgánicas de los 
municipios de cada entidad federativa (García, 1999). Juntas, estas 
disposiciones legislativas dotan de un mínimo y un máximo de atri-
buciones y facultades a los gobiernos municipales para que trabajen 
como organizaciones dentro del pacto federal pero tomando decisio-
nes propias (García, 1999; Gutiérrez, 2001). La principal distinción 
entre los gobiernos municipales del país es que hay municipios que 
se rigen por representación de partidos políticos y hay otros que se 
rigen por usos y costumbres.

La gran diversidad poblacional del país raramente puede ser com-
prendida por la variedad de municipios (Merino, 2010). Tenemos 
municipios con sobrepoblación, otras con subpoblación, algunos 
con localidades dispersas y otros más con un nivel de concentra-
ción exagerado (Fernández, 2001; García, 1999). Para cada caso 
no existen facultades o atribuciones especiales. Todos los munici-
pios se rigen por el mismo conjunto de disposiciones legislativas. 
Sin embargo, las facultades con que se han dotado a los gobiernos 
municipales les permiten crear relaciones de trabajo independien-
tes. Dotados de personalidad jurídica, los municipios pueden cele-
brar contratos de trabajo con privados, agencias públicas, agencias 
internacionales, organizaciones de la sociedad civil y otros niveles 
de gobierno, nacionales e internacionales. De esta forma, los muni-
cipios superpoblados que tienen a su alrededor una concentración 
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grande de población pueden asociarse para cubrir los servicios pú-
blicos que se les encomienda en el Artículo 115 constitucional. Así 
nacen los acuerdos metropolitanos y los convenios de colaboración 
intermunicipal (Gutiérrez, 2001).

Básicamente, los gobiernos municipales deben atender la dotación 
de servicios públicos urbanos y servir como intermediario entre la 
población y otros órdenes de gobierno. La cercanía que tienen los 
funcionarios del gobierno municipal con la población en general es 
un privilegio del que carecen los otros niveles de gobierno (García, 
1999). El gobierno municipal, en régimen de partidos, se compone 
de presidente municipal, regidores y síndico municipal, dependien-
do del tamaño de la población del municipio. En los municipios de 
usos y costumbres las autoridades que toman las decisiones no son 
propuestas por partidos políticos sino por representación directa de 
grupos de la comunidad.
 
Los gobiernos municipales se encargan principalmente de la hacien-
da pública, de invertir los recursos que les son trasmitidos por los 
diferentes fondos de aportaciones del ramo 33 y por las participacio-
nes (Merino, 2006). No obstante, los municipios no sólo trabajan con 
ingresos asignados sino que pueden generar recursos propios con el 
manejo de algunos tipos de impuestos, proyectos productivos, con-
venios de colaboración y algunas otras estrategias que les ayuden a 
generar recursos (Cabrero, 1999; Carrillo y Campero, 2003).

Los recursos asignados, aunque no son los únicos ingresos con los 
que pueden trabajar los gobiernos municipales se han vuelto la prin-
cipal fuente de sus ingresos. Los municipios trabajan principalmente 
con los fondos asignados de las aportaciones del ramo 33 porque 
la mayor parte de estos recursos no deben ser solicitados, les llega 
casi directo. Trabajar únicamente con estos recursos implica una 
dependencia con las decisiones de gasto de inversión que provienen 
de otros niveles de gobierno.

Es pertinente hacer la siguiente aclaración: la cantidad de recursos 
que reciben los gobiernos municipales va de acuerdo con el grado 
de marginación de su población (INAFED, 2010). Utilizando el índi-
ce de desarrollo humano que propone el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Cámara de Diputados del Go-
bierno Federal asigna los recursos utilizando la Ley de Coordinación 
Fiscal con una fórmula que, a su vez, debe ser replicada en los 
gobiernos estatales. De esta forma, los municipios que presentan 
mayores rezagos reciben mayores presupuestos proporcionalmente 
hablando con el tamaño de la población.
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Al respecto nos preguntamos: ¿Por qué trabaja con más recursos 
un municipio urbano que uno rural? Porque los gobiernos urbanos, 
además de recibir estos fondos del ramo 33, generan recursos 
propios como impuestos, tienen contratos de trabajo con empresas 
públicas y privadas, poseen una estructura técnica capaz de atraer 
inversión privada nacional e internacional y, por todo esto, reciben 
una cantidad mayor de participaciones, que son incentivos que hace 
la Federación a la generación de recursos propios (Vargas, 2010).

Los recursos del sistema de aportaciones del ramo 33 vienen en 
fondos etiquetados cuya comprobación de gastos debe coincidir con 
sus objetivos: hay fondos para educación, salud, seguridad, infraes-
tructura, por mencionar algunos (García, 1999; 2006; Gutiérrez, 
2001). Cuando un gobierno municipal no genera recursos propios, 
no atrae inversión pública o privada, nacional o internacional, debe 
trabajar únicamente con los recursos del fondo de aportaciones, re-
duciendo sus posibilidades de acción a solamente aquellas que les 
permiten las “etiquetas” de cada recurso.

Ya sea de régimen de partidos, o por usos y costumbres, la adminis-
tración pública municipal se dedica a gestionar los recursos públicos 
(Cabrero, 1995; 1999). Cuando la cantidad de recursos es limita-
da, las acciones posibles de gobierno también lo están. Empero, la 
cantidad de recursos que reciben los gobiernos municipales con los 
fondos de aportaciones deben ser suficientes para, por lo menos, 
atender las obligaciones que les marca el artículo 115 constitucional 
y las leyes estatales, la dotación de servicios públicos y alguna parte 
de las condiciones de vivienda.

Aunque parezca mínima la acción de dotar de servicios públicos a 
las localidades, las condiciones de vivienda, dentro y fuera del ho-
gar, determinan en buena medida la calidad de vida de los habitan-
tes (Boltvinik y Damián, 2001). Para probar el grado de correlación 
entre las condiciones de vivienda y la calidad de vida hicimos un 
ejercicio econométrico en el que encontramos información muy rele-
vante. Utilizamos como variable dependiente a la tasa de mortalidad 
infantil como indicador de calidad de vida (Bobadilla y Langer, 1990; 
Boltvinik y Damián, 2001; León, 1998). La tasa de mortalidad infantil 
es la cantidad de niños que mueren en su primer año de nacidos por 
cada mil niños nacidos en una zona geográfica específica (León, 
1998). La tasa para el país en promedio es de 13.42 para el año 
2012 (PNUD, 2013). 
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No obstante, el rango de la tasa de mortalidad infantil va de 5 hasta 
90. Las capitales de los estados y los municipios con mayores in-
gresos totales disfrutan de una tasa de mortalidad infantil muy baja, 
cercana a las cifras de Europa Nórdica. Por otra parte, los munici-
pios de las zonas rurales y de las zonas indígenas presentan tasas 
de mortalidad infantil cercanas a las cifras de África Subsahariana 
(PNUD, 2013).

Como variables independientes, es decir, como factores de deter-
minación de la tasa de mortalidad infantil, utilizamos indicadores de 
salud, educación, ingresos propios y condiciones de vivienda, aden-
tro y fuera del hogar: tener piso de tierra en la vivienda, tener baño 
propio, contar con agua potable, drenaje y energía eléctrica, siguien-
do la intuición de las propuestas de medición hechas por investiga-
dores reconocidos por sus investigaciones en este campo (Boltvinik 
y Damián, 2001; Boltvinik y Damián, 2003; Briceño, 2005; Cortés, 
1997; De Dios, 2008; Gómez de León y Partida, 1993; Scott, 2004). 
Hicimos el estudio para los años 2000, 2005 y 2010 y las correlacio-
nes, la relación entre las variables, siempre es significativa. En un 
modelo de regresión múltiple, la variable que más impactaba era el 
rezago educativo. Las siguientes variables que más impactan en la 
mortalidad infantil son de vivienda: tener piso de tierra en la vivien-
da, contar con drenaje y contar con energía eléctrica, en ese orden.

Tabla 1

Fuente: Elaboración propia con base en modelo econométrico original.
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En la tabla 1 se presentan las correlaciones para cada indicador. En 
total el modelo de estimación no presentó multicolinealidad y salió 
bien en todas las comprobaciones que se hicieron. El coeficiente R 
cuadrada ajustada fue de 0.683 para todo el modelo, lo que indica 
que es un modelo fuerte. Se utilizaron 2445 datos que son todos los 
municipios y las delegaciones del país en 2005. Por separado se 
hicieron pruebas de correlación entre los indicadores y la tasa de 
mortalidad infantil. Los coeficientes son presentados en la tabla 2.

La toma de decisiones de los gobiernos municipales

Los municipios que trabajan únicamente con los fondos de aporta-
ción del ramo 33 deberían atender como mínimo las obligaciones 
que marca el 115 constitucional. Estas obligaciones son agua y dre-
naje, alumbrado público, seguridad pública, tránsito, tráfico, comer-
cio, basura y rellenos sanitarios, y todo en posible coordinación con 
otros niveles de gobierno, así como educación, salud, emergencias, 
medio ambiente y mantenimiento de monumentos históricos (Gar-
cía, 1999; Gutiérrez, 2001).

La dotación de las responsabilidades mínimas de los gobiernos mu-
nicipales puede ser solventada con los fondos del ramo 33, ya que 
la cantidad asignada corresponde con el grado de marginación de 
los municipios (Fernández, 2001; Pazos y Salas, 2007). En este sen-
tido es pertinente la pregunta: ¿Por qué entonces es tan variada la 
calidad de vida de los gobiernos municipales? Una primera respuesta 
a esta pregunta es que los recursos no sólo financieros, sino también 
humanos, técnicos, informáticos, por lo que las habilidades con que 
cuentan los gobiernos municipales determinan las decisiones que 
las autoridades locales tomarán. Una segunda respuesta, un poco 
más elaborada introduce a las comunidades y propone que los re-
cursos y las habilidades de las comunidades locales, incluyendo a 
sus gobiernos, para identificar prioridades y asignar gastos de inver-
sión con impactos sociales altos determinan las decisiones de gasto 
de inversión de sus autoridades (De Alba y Gómez, 2010; De Dios, 
2008; Carrillo y Campero, 2003).

La tasa de mortalidad infantil es un indicador de la calidad de vida 
y es utilizado como componente del índice de desarrollo humano 
(IDH). Hemos decidido utilizar este indicador en lugar del IDH por-
que lo consideramos un indicador que refleja un problema concreto. 
Si observamos la tabla 2, veremos que la mortalidad infantil en todos 
los municipios del país no guarda una dispersión menor. Dicho en 
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otros términos, la probabilidad de que un niño no sobreviva su pri-
mer año de vida se encuentra  determinado por el municipio dónde 
radica. En un mapeo a nivel nacional, observamos que las capitales 
de los estados y los municipios más ricos tienen mortalidad infantil 
muy baja y las zonas indígenas y rurales, una mortalidad infantil muy 
alta.

¿Cuáles son las razones de esta desigualdad? Las principales 
razones para que haya municipios con niveles de vida tan altos y 
otros municipios de niveles de vida tan bajos, consisten en el gasto 
de inversión y el aprovechamiento de los recursos. La súper-con-
centración de recursos que padecen algunas ciudades del país, y en 
esto nos podemos comparar con todo América Latina, no conllevó 
al desarrollo compartido de la utilidad de la producción con otras re-
giones como afirmaban los defensores de los cluster y los “polos de 
desarrollo”. Una hipótesis plausible es que las ciudades continuaron 
creciendo con la inercia que traían desde la época colonial, en la que 
los peninsulares atraían los recursos de otras zonas para inventa-
riarlas y enviarlas al reino en España; a diferencia del proceso que 
tuvo la América del Norte dónde la prioridad fue poblar las zonas, 
exterminando a sus propietarios originarios, y dónde los recursos 
fueron llevados desde el centro hasta las colonias.

En la Gráfica 1 exponemos la tasa de mortalidad infantil para todos 
los municipios del país por cada entidad federativa, incluyendo al 
Distrito Federal. El punto cuadrado es el municipio con menor tasa 
de mortalidad infantil y el punto indicado con un  rombo es el punto 
con la mayor tasa de mortalidad infantil. El punto indicado con un 
triángulo es el promedio de todos los municipios de cada entidad fe-
derativa. Los datos fueron tomados de PNUD para el año 2005. Las 
entidades federativas están ordenadas de izquierda a derecha de 
acuerdo con el grado de desigualdad que presentan sus municipios 
con la tasa de mortalidad infantil. Chihuahua es el estado con mayor 
desigualdad; su capital tiene una tasa de mortalidad infantil menor a 
5 y Batopilas, un municipio indígena Tarahumara, tienen una tasa de 
mortalidad infantil de casi 80. 
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Gráfica 1

Los estados de Chihuahua, Jalisco, Nayarit, Guerrero y Veracruz 
presentan la mayor desigualdad en sus municipios. Sin embargo, en 
todos los estados se presenta el mismo fenómeno: los municipios 
donde hay mayor tasa de mortalidad infantil son aquellos cuya po-
blación es principalmente indígena y su territorio es principalmente 
rural. No requiere mucha explicación afirmar que las zonas rurales 
observan un desarrollo más lento que las urbanas, debido al bajo 
precio de las materias primas en comparación con los bienes ma-
nufacturados o los servicios privados. Cuando una familia vive de 
comerciar productos agrícolas con poca extensión de tierra, debe 
incluir en su producción artículos de autoconsumo, disminuyendo la 
probabilidad de conseguir dinero y poder invertir en otros proyectos 
productivos.

La concentración de recursos económicos en las ciudades atrae la 
inversión de otros recursos, incluyendo a la gente, que deja sus tie-
rras en busca de “mejores” oportunidades en detrimento de los lu-
gares que los ven salir. De esta forma hay un ciclo de atracción de 
recursos en zonas geográficas específicas que crecen a tasas altí-
simas apropiándose de los recursos de otras zonas geográficas es-
pecíficas que decrecen a tasas muy altas también. Este proceso es 
llamado “causal, circular y acumulativo” y fue estudiado por Gunnar 
Myrdal, un economista cuya intuición ha sido llamada de “feedback 
negativo” y que contradice a la teoría de sistemas, a la teoría de los 
vasos comunicantes y otras posturas neopositivistas (Myrdal, 1975).
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Empero, la inversión gubernamental juega un papel importantísimo 
en este proceso causal, circular y acumulativo. El gasto de inversión 
que hacen los diferentes niveles de gobierno contribuye al creci-
miento o decrecimiento de ciertas zonas geográficas. Por poner un 
ejemplo, la inversión en educación pública que se hace en el Distrito 
Federal rebasa infinitamente la que se hace en Chiapas debido a 
que a) la cantidad de población es mayor, b) la cantidad de escuelas 
públicas es mayor, c) el tamaño de las escuelas públicas es mayor 
(pensemos en la UNAM o el Politécnico Nacional) y todo esto in-
centiva a los jóvenes de Chiapas a salir de sus ciudades para ir a 
estudiar al Distrito Federal, reproduciendo el ciclo causal.

Si pensamos en el gasto de inversión que hacen los gobiernos mu-
nicipales utilizando únicamente los fondos asignados directamen-
te por el ramo 33, tenemos que aquellos municipios con mayores 
rezagos tendrán asignado un presupuesto mayor al de los demás, 
en proporción a su tamaño de población. Por poner un ejemplo, Co-
choapa el Grande, Guerrero, que tiene el menor IDH del país, 0.55, 
tendrá un presupuesto anual promedio de 52 millones de pesos para 
una población de 15 mil habitantes. A diferencia de otros municipios, 
como las capitales de los estados, los municipios indígenas rara vez 
generan recursos propios con impuestos, atracción de inversión pú-
blica y privada, nacional e internacional y esto se debe a que las ca-
pacidades administrativas de los gobiernos municipales en turno no 
han sido desarrolladas tanto. La primera restricción que enfrentan 
las capacidades administrativas es el grado de escolaridad prome-
dio de los habitantes, ya que son esos habitantes quienes ocuparán 
puestos de elección popular y administrativos.

La desigualdad intramunicipal

El fenómeno de súper-concentración de recursos que sucede con 
las grandes capitales de los países latinoamericanos se reprodu-
ce al interior de sus regiones, provincias, estados y municipios (Ol-
medo, 1996). En el caso de México, las capitales de los estados 
guardan una tasa de mortalidad infantil en un rango de 3 a 13, en 
comparación con los municipios mayor tasa de mortalidad infantil 
cuyo rango va de 50 a 80. Sin embargo, al interior de los munici-
pios, algunas localidades se ven beneficiadas en comparación con 
otras localidades, estamos hablando de las cabeceras municipales, 
usualmente centros comerciales, culturales, educativos y sede de 
los ayuntamientos y casas de los partidos políticos.
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Utilizando las correlaciones que obtuvimos en el ejercicio econo-
métrico a nivel municipal de todo el país entre la tasa de mortalidad 
infantil y de otros indicadores podemos construir un modelo de esti-
mación de la tasa de mortalidad infantil a nivel localidad. Este dato 
no es proporcionado por ningún centro o instituto, por eso es nece-
sario estimarlo. La estimación se realizó con pruebas a varios mo-
delos econométricos y el que resultó más cercano a una estimación 
correcta tuvo los coeficientes presentados en la tabla 2.

Tabla 2
Coeficientes

Intercepción  8.481414576

PT -3.84418e-06

IRE  0.446020678

SS -0.042806525

PTER  0.022913128

WC  0.105667319

AG  0.020386698

DR  0.024787424

EE  0.247009451

ING -0.0000169662
Fuente: Elaboración propia.

Con estos coeficientes podemos estimar la tasa de mortalidad infan-
til para todas las localidades del país utilizando los datos de CONE-
VAL a nivel localidad. Los resultados que obtuvimos de la estimación 
a nivel localidad, al interior de los municipios, es que las cabeceras 
municipales presentan una calidad de vida mucho mejor que otras 
localidades del mismo municipios. Destaquemos el caso de Batopi-
las que ocupa el lugar número 1 en mayor tasa de mortalidad infantil 
a nivel nacional para 2005. Cuando nos adentramos a estudiar a 
Batopilas, la desigualdad de mortalidad infantil reflejada en este in-
dicador es abrumante. La cabecera municipal presenta una tasa de 
mortalidad infantil un poco mayor a 20, mientras que la localidad con 
mayor tasa de mortalidad infantil está cercana a 95. Dicho en otros 
términos, hay localidades que por sus condiciones de vivienda la 
probabilidad de que un niño no sobreviva a su primer año de vida es 
de casi 10 por ciento.

En la Gráfica 2 presentamos una gráfica con las estimaciones a ni-
vel localidad de los 10 municipios considerados como aquellos que 
tienen la población más pobre, con mayores carencias y, por lo tan-
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to, con menor índice de desarrollo humano. Los ordenamos de iz-
quierda a derecha por el lugar que ocupan de menor a mayor índice 
de desarrollo humano. Batopilas, el municipio con mayor tasa de 
mortalidad infantil, en el estado más desigual con referencia a este 
indicador, es también el municipio más desigual. La calidad de vida, 
reflejada por este indicador, en su cabecera municipal está cercana 
a alguna ciudad que no sea capital de estado, mientras que las lo-
calidades de este municipio presentan una calidad de vida bajísima.

Gráfica 2

La desigualdad en otros municipios no es menor, en Sitalá, Del Na-
yar, Acatepec y Metlatónoc, la desigualdad es también abrumadora. 
Debemos señalar que Cochoapa el Grande era una región dentro de 
Metlatónoc, pero su población creía que era excluía de la toma de 
decisiones y de los beneficios de la inversión de la cabecera munici-
pal e iniciaron hace más de veinte años un proceso para separarse 
de Metlatónoc y crear un nuevo municipio. Metlatónoc era el munici-
pio con menor IDH en aquel entonces y en 2005, cuando se escindió 
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Cochoapa el Grande, por su grado de desigualdad, Metlatónoc pasó 
a ocupar el sexto lugar en la lista de municipios con menor IDH y 
Cochoapa el Grande el primero.

Hemos afirmado que con los fondos del ramo 33, los municipios 
cuentan con los recursos mínimos indispensables para cubrir las 
responsabilidades que les marca el 115 constitucional. El impacto 
que puede tener el gasto de inversión en las condiciones al interior 
y al exterior de las viviendas, en el mantenimiento de las escuelas, 
las clínicas y en algunos apoyos de gestoría para los proyectos pro-
ductivos es altísimo. Se destaca que la inversión que entra a los 
municipios más desarrollados es infinitamente superior que en las 
zonas rurales e indígenas; sin embargo, acciones de inversión es-
tratégica que posiciones un listado de prioridades podría impulsar al 
desarrollo de los municipios.

Los recursos con los que trabaja un gobierno municipal son humanos, 
financieros, económicos, técnicos, informáticos, tecnológico (Mizrahi, 
2004; Porto y Cont, 1998; Tarassiouk, 2007). En conjunto con las 
habilidades que tengan estos gobiernos para trabajar, estos recursos 
son considerados capacidades administrativas (De Alba y Gómez, 
2010; De Dios, 2008; Mizrahi, 2004). Los gobiernos municipales son 
organizaciones, grupos de personas que trabajan con recursos y que 
persiguen un fin en común (Cabrero, 1999). Debemos pensar en los 
gobiernos municipales en términos de eficiencia, de acuerdo con sus 
capacidades administrativas y ayudarlos a desarrollar éstas.

Por otra parte, la población que habita en los municipios es, a la vez, 
beneficiaria y materia prima de estos gobiernos municipales. De los 
pobladores surgirán los líderes, los funcionarios electos y gran parte 
del staff administrativo. La primera gran restricción que encuentran 
los municipios para organizar un cuerpo de gobierno y administrativo 
eficiente es  el grado de escolaridad, el nivel de salud y la cantidad 
de recursos propios con los que puedan impulsar proyectos produc-
tivos. Esto es también un fenómeno causal, circular y acumulativo, 
aunque no en franca competencia con otras regiones en este caso 
específico.

Propongo pensar a las capacidades institucionales como aquellos re-
cursos y habilidades con que cuenta una comunidad sociopolítica y 
que determinará a su vez a las capacidades administrativas de sus 
gobiernos. Debemos considerar que la población general es el prin-
cipal grupo de interés que empuja propuestas, demandas y exige la 
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creación o eliminación de políticas públicas. La población de una co-
munidad es el principio y el fin de las acciones de su propio desarrollo.

Si los gobiernos municipales invirtieran más en las localidades más 
necesitadas, con sus recursos limitados y aunque sea únicamente 
con las responsabilidades mínimas que les marca el 115 constitucio-
nal, el grado de desigualdad intramunicipal no sería tan grande. Las 
inversiones que se hacen en la cabecera municipal ocasionan un 
proceso similar al de la capital del país o de la capital de los estados, 
un fenómeno de atracción de recursos en detrimento de las otras 
localidades que se reproduce cada año con mayor inversión debido 
a que la gente que llega demanda más bienes y servicios.

Consideraciones finales

Nos propusimos discutir sobre la importancia de las decisiones de 
gasto de inversión de los gobiernos municipales. Se destaca que 
hay una desigualdad entre municipios que puede ocasionar condi-
ciones para el desarrollo en algunas zonas en detrimento de otras 
zonas. Sin embargo, se presenta evidencia de que las acciones que 
los gobiernos municipales pueden hacer utilizando los escasos re-
cursos de los fondos del ramo 33 para atender las mínimas respon-
sabilidades que se les encomienda en el artículo 115 constitucional 
pueden impactar de forma muy significativa en la calidad de vida de 
los habitantes.

Se utilizaron indicadores socioeconómicos sobre las condiciones 
de vivienda y la disponibilidad de servicios públicos urbanos dentro 
de los municipios, para construir un modelo econométrico que tiene 
como base la tasa de mortalidad infantil. Con este modelo econo-
métrico pudimos percibir que la diferencia de calidad de vida –que 
tiene un impacto directo en el desarrollo humano– es abismal dentro 
de los municipios. Las cabeceras municipales concentran la mayor 
cantidad de los recursos dejando a las localidades alejadas en una 
situación de precariedad.

Este modelo econométrico nos permite discutir la importancia de la 
toma de decisiones de los gobiernos municipales, ya que los indi-
cadores socioeconómicos que se utilizaron dependen directamen-
te del gasto de inversión que reciben los municipios con recursos 
etiquetados de los fondos del Ramo 33. Es decir, la mayoría de los 
municipios en México trabajan únicamente con los fondos del Ramo 
33, sin generar recursos propios o atraer otro tipo de inversiones; si 
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tan sólo asignaran los recursos que de por sí reciben a las localida-
des que más lo necesitan, otro panorama de desarrollo tendríamos 
en el país.

En este orden de ideas quedan abiertas las preguntas ¿Por qué los 
municipios parecen concentrar los recursos en sus cabeceras muni-
cipales? ¿Qué condiciones necesitan las estructuras administrativas 
de los gobiernos municipales para asignar eficazmente sus recur-
sos? ¿Cuándo comenzaremos a percibir un desarrollo humano sos-
tenido en el país? La discusión apunta a la urgencia de desarrollar 
capacidades administrativas en los gobiernos municipales, aunque 
se reconoce que una de las restricciones es el nivel de escolaridad 
municipal ya que es de la población de donde surgirán los tomado-
res de decisión. Se intuye de forma muy general que el grado de 
escolaridad tiene una relación con el manejo de los recursos y las 
habilidades necesarias en las tareas de gobierno y administración 
pública.

Tenemos dos tareas pendientes a partir de este momento. Los ana-
listas tenemos la tarea urgente de identificar las áreas de oportu-
nidad de los gobiernos locales, en específico de sus capacidades 
administrativas, entendidas como las habilidades que han desa-
rrollado las estructuras administrativas municipales en torno a las 
responsabilidades que les han sido asignadas, dentro del marco nor-
mativo correspondiente. La propuesta de este autor es presentar la 
importancia de las habilidades necesarias de los gobiernos munici-
pales para atender las demandas de sus ciudadanos, en términos de 
condiciones de vivienda y prestación de servicios públicos urbanos.

La segunda tarea pendiente corresponde a los tomadores de deci-
sión de los gobiernos locales. Es imperativo que las estructuras de 
gobierno y administración de los gobiernos municipales se compro-
metan a identificar las necesidades más urgentes en las localidades 
de sus propios municipios: ¿cuántas localidades hay?, ¿qué necesi-
dades existen?, ¿tienen drenaje, agua potable y luz eléctrica?, ¿las 
casas tienen piso de tierra, techos de lámina y paredes de madera?, 
¿qué oportunidades de empleo tiene el municipio? 

Sólo con una participación constante de la ciudadanía y con la vo-
luntad de nuestros tomadores de decisión podremos asegurar un 
verdadero desarrollo humano en México.
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